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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: HERNÁN MEJÍA URIBE

Pereira, catorce de mayo de dos mil nueve
Acta número 0034 del 14 de mayo de 2009
En la fecha, siendo las cuatro y treinta minutos de la tarde, conforme se programó en auto que precede, esta Sala y su Secretaria se constituyen en audiencia pública con el fin de resolver el recurso de apelación interpuesto por el apoderado de la parte demandante contra la sentencia dictada por el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira el 5 de diciembre de 2008, dentro del proceso de doble instancia que Alberto Ceballos Sánchez le promueve a El Almacén E.U. 
El proyecto presentado por el ponente, aprobado por los restantes Magistrados de la Sala, fue discutido como consta en el acta a que se refiere el encabezamiento y alude a estos,

ANTECEDENTES
Manifiesta el actor que el 8 de julio de 1999, por medio de un contrato de trabajo verbal inició labores en El Almacén E.U., como instalador de muebles de carpintería, sin que le fueran pagadas durante toda la relación laboral sus prestaciones sociales, ni las vacaciones; tampoco fue afiliado al Sistema de Seguridad Social Integral; se encontraba subordinado al cumplimiento de un horario establecido por las directivas de la demandada, desde las 7:00 a.m. a las 5:00 p.m. de lunes a viernes y los sábados de 7:00 a.m. a 12:00 m.; sus jefes inmediatos eran los señores Federico Botero Gaviria y Gilberto Carreño, las labores eran realizadas con los equipos, materiales e instrumentos suministrados por la empresa accionada, bajo su continuada subordinación y dependencia; durante el último año de labores se le pagó la suma de $200.000 semanales, suma de la cual se le descontaban $10.000 para supuestos pagos de salud; el 18 de agosto de 2004 su contrato de trabajo fue terminado sin justa causa y sin el pago de la correspondiente indemnización; se realizó audiencia de conciliación ante el Ministerio de la Protección Social el 13 de mayo de 2005, sin que se llegara a acuerdo alguno.
Con base en el sustento fáctico relatado pretende que, luego de declarar la existencia de un contrato de trabajo entre el 8 de julio de 1999 y el 18 de agosto de 2004, se condene a la empresa demandada al pago de compensación en dinero por las vacaciones por todo el tiempo de servicios, el auxilio de cesantías con sus intereses, sanción por no consignación oportuna de cesantías, indemnización por el no pago de intereses a las cesantías, primas de servicios, indemnización moratoria, indexación de las condenas, aportes dejados de efectuar, indemnización por despido injusto, las demás prestaciones, indemnizaciones y emolumentos que resulten probados dentro del proceso, lo extra y ultra petita y las costas procesales.    

La demanda fue admitida por auto del 21 de agosto de 2007, fl. 11, y se ordenó correrla en traslado a la parte accionada, quien contestó por medio de apoderado, fl. 17, negando todos los hechos, excepto el referente a la conciliación ante el Ministerio de la Protección Social. Se opuso a las pretensiones argumentando que nunca existió contrato de trabajo, pues éste era un contratista independiente, sin subordinación, sin estar sometido a horario, laborando por su propia cuenta y riesgo. Excepcionó Inexistencia de vínculo laboral y Cobro de lo no debido, Buena fe y Prescripción.

Fracasó la fase conciliatoria ante la falta de tal ánimo en la empresa demandada, fl. 28. Agotadas otras etapas el juzgado se constituyó en primera audiencia de trámite disponiendo la apertura del proceso a prueba ordenando tener por tales las que a las partes interesaron. 

Instruido en lo posible el debate, se clausuró el período probatorio convocándose a juzgamiento que fue proferido en audiencia pública llevada a cabo el 5 de diciembre último, fl. 80. La sentencia negó las pretensiones de la demanda al encontrar que el actor no acreditó los elementos integrantes del contrato de trabajo respecto del supuesto empleador.

Con la decisión anterior no se conformó el abogado del demandante quien impugnó solicitando revocatoria del fallo; afirma que conforme a las reponencias vertidas al infolio, se estructuraron perfectamente los elementos de subordinación y dependencia, amén que se demostraron el salario percibido por el actor y los extremos de la relación laboral.

Concedido el recurso se enviaron los autos a este Sede donde para desatarlo deben atenderse las siguientes 
CONSIDERACIONES
Conforme al artículo 1° de la Ley 50 de 1990, que subrogó el 23 del Código Sustantivo del Trabajo, para lograr el éxito de pretensiones laborales surgidas con ocasión de un contrato de trabajo, deben acreditarse con suficiencia los elementos esenciales del mismo, sin que para ello baste su enunciación en la demanda, pues se exige el aporte indispensable de pruebas que permitan al juzgador de instancia analizar y arribar, por persuasión racional, al convencimiento íntimo sobre lo que constituye el reclamo y las bases sólidas que se invocan para ese efecto. Para el trabajador demandante, sin embargo, siguiendo los postulados del artículo 2º de la Ley 50 de 1990, que subrogó el 24 del estatuto aludido, opera la presunción según la cual le basta probar la relación de trabajo personal para entender que dicha prestación del servicio estuvo regida por un contrato laboral, dando por sentado el legislador, en tal evento, que los otros elementos quedan evidenciados y, entonces, corresponde al empleador demandado desvirtuarlos. 

Con el fin de desatar la alzada procederá la Corporación al análisis de cada uno de las pruebas presentadas por las partes, la mayoría de carácter testimonial.
INTERROGATORIOS DE PARTE
A folio 33 del expediente se aprecia interrogatorio de parte absuelto por el Mónica Patricia Botero Gaviria, representante legal de la empresa accionada, la cual manifestó que el demandante era contratista independiente; que su padre, Federico Alberto Botero es “una especie” de administrador en su ausencia; que Ceballos Sánchez a veces llevaba herramientas y en otras ocasiones se las alquilaba el mismo almacén; que como contratista independiente, el actor a veces actuaba como instalador y en otras ocasiones elaboraba muebles; que no cumplía horario; que él tenía contratos con otras personas; que los contratos eran verbales, interrumpidos y las funciones no eran “seguidas”; como contratista era responsable de pagar su propia ARP y se reunía con otros trabajadores para pagar la seguridad social; la contratación dependía de la temporada. 
Por su parte, el demandante, Alberto Ceballos Sánchez absolvió interrogatorio de parte visible a folio 36, en dicha ocasión afirmó que laboraba en carpintería, que trabajo como instalador, pero en la calle; que su horario se extendía de 7:00 a.m. a 5:00 p.m.; estuvo fuera de la empresa 5 años y medio instalando productos de carpintería; cuando se desplazaba a otras ciudades, el señor Federico Botero le pagaba el sueldo semanal y con el dueño de la propiedad donde se efectuaba el trabajo, “arreglaba” la instalada y la comida; que empezó devengando $125.000 semanales y que para el año 2004 eran $200.000 semanales; que en su trabajo no se le ponían plazos; que cuando terminaban temprano, llamaba para que lo recogieran y se iba para la fabrica a hacer reparaciones el resto del día; que cuando una labor se extendía, la empresa no le exigía quedarse hasta tarde, sino que el lo hacía por entregar el trabajo lo mas pronto posible; que si quería podía interrumpir sus labores y continuarlas al día siguiente.
TESTIGOS PARTE DEMANDANTE

José Gilberto Carreño Gómez, a folio 49 sostuvo que trabajó con el actor hasta el año 2001, por un lapso de casi 2 años; que la jornada de trabajo se extendía entre las 7:00 a.m. y las 5:00 p.m. de lunes a viernes y los sábados de 7:00 a.m. a 12 m; que el accionante laboraba directamente con la empresa; que no sabe cuanto devengaba; que las órdenes le eran impartidas por Federico Botero; que tenía que solicitar permiso para ausentarse de su lugar de trabajo; no sabe que tipo de contrato tenía; afirma que durante los 2 años que permaneció en la empresa, desde 1999, el actor laboraba allá, no sabe cuando o porque se retiró; el horario era determinado por un jefe de producción, cargo que desempeñó; Ceballos Sánchez en la planta manejaba servicios o reparaciones y cuando salía era a instalar; la empresa suministraba la herramienta, la cual no era arrendada; el pago era semanal en efectivo; el actor fue afiliado a la seguridad social por la empresa; los trabajos del actor por fuera de la empresa no eran constantes, en ocasiones habían muchas reparaciones por hacer y otras veces muchas instalaciones; se encontraba afiliado a salud y riesgos profesionales por medio de un representante, no sabe si era de la empresa.

Jorge Andrés Ceballos Castañeda, manifestó a folio 63 que Germán empezó a laborar en el 2000 y que el actor ya trabajaba allí desde 1999, como instalador de carpintería; las instalaciones se efectuaban dentro y fuera de la ciudad; le pagaban $200.000 semanales y el horario se extendía entre las 7:00 a.m. y las 5:00 p.m. de lunes a sábado; afirma que, aunque el trabajaba todo el tiempo en la fabrica, le consta el horario del actor porque algunos de los ayudantes eran amigos suyos; al personal lo dirigía Gilberto Carreño y otro señor cuyo nombre no recuerda; debía pedir permiso para ausentarse del trabajo; el horario era determinado por Federico Botero; manifiesta que figura como empleador en las planillas de salud y riesgos profesionales, porque el empleador le pidió una firma sin decirle para que; la materia prima era suministrada por Federico Botero; sostiene que alguna vez el actor llevo a su hijo a trabajar allá (en una instalación).
TESTIGOS PARTE DEMANDADA

Luz Stella Peláez Peláez, sostuvo a folio 40 que el actor era contratista; no cumplía horarios; no recibía órdenes y no sabe cual era su remuneración.

Jorge Wilson Betancur Gil, atestiguó a folio 42, en dicha declaración afirmó que no sabe cuando ingresó a laborar el actor; iba a realizar trabajos cuando lo necesitaban; no cumplía horario; no recibía órdenes; no sabe la remuneración percibida; el demandante realizaba labores de carpintería y de instalación; a los contratistas les pagan por lo que hagan; si no hay trabajo armando se puede ir a instalar; en la empresa los ebanistas y los instaladores son contratistas; se podía retirar cuando quisiera; el pago se hace cuando termina la obra, normalmente se acumula hasta el sábado y si no se ha hecho nada, les dan un anticipo; los contratistas pagan su EPS; las herramientas son de la empresa, a veces ellos llevan algunos utensilios; les descontaban $80.000 mensuales por arrendamiento de las maquinas y del banco, la remuneración no es siempre la misma, depende de lo que se haga; el carné se utilizaba para tener acceso al almacén; los procesos los determina don Federico y el valor del trabajo se fija de común acuerdo, no tiene plazo para terminar los trabajos, pero si no los terminan no cobran, igual que para la instalación; Jorge Andrés Ceballos fue un representante para afiliarse a la seguridad social, porque a los contratistas individualmente les salía muy costoso.
Silvio Hernán Tangarife Ramírez, a folio 45 aseveró que Ceballos Sánchez era contratista; no sabe cuando empezó, cuanto y como le pagaban o si estaba vinculado a la seguridad social; no recibía órdenes; hacía otras labores, por ejemplo, si terminaba una instalación, lo ponían a hacer muebles; si terminaba una instalación temprano se podía ir para la casa; los contratistas manejaban su tiempo, si a las 6:00 p.m. no habían terminado un trabajo podían continuarlo al día siguiente; si algo queda mal hecho el contratista responde.

Julio Cesar Ramírez Granada, a folio 47 afirmó que el actor era contratista; no tenía hora de entrada o de salida; los contratistas se hacen su propio sueldo, el cual no es fijo; el demandante fabricaba e instalaba muebles; el número de contratistas en la empresa variaba de acuerdo a la temporada; no está seguro si la empresa le pagaba la seguridad social al actor, pero muchos compañeros la pagan ellos mismos; podía retirarse a cualquier hora del día; no pasaba nada si a las 600 p.m. no había terminado un trabajo, lo podía dejar para el otro día, aunque hay clientes que se quejan; el sueldo dependía de la “moral” que le pusieran al trabajo; algunas instalaciones las pagaba el cliente y otras El Almacén E.U.

Las deponencias citadas son bien disímiles, mientras que los testigos aportados por la parte demandante dan informaciones que sugieren la existencia de una relación laboral, los presentados por la parte accionada son contestes al afirmar que el actor era un contratista que actuaba con total independencia, sin recibir órdenes o cumplir horario alguno.
Entre lo expuesto por el actor, tanto en la demanda como en el interrogatorio de parte, y lo dicho por sus testigos existen ciertas discrepancias que no se pueden pasar por alto, como las labores cumplidas, pues mientras el accionante afirma que se dedicaba a instalar los productos de la demandada y que prácticamente había pasado 5 años y medio laborando por fuera de la empresa, los deponentes afirman que también fabricaba muebles en las instalaciones de El Almacén E.U. y que las instalaciones no eran constantes.

También llama poderosamente la atención el hecho de que, siendo empleado como lo afirma, sostenga que no se le imponía plazo alguno para cumplir sus labores, lo cual no es normal en ese tipo de nexos, así como tampoco resulta común que un empleado lleve a terceros a cumplir sus labores, como en este caso ocurrió con su hijo.

Generan algo de dudas los pagos de seguridad social a nombre de terceros, entre ellos uno de los compañeros de trabajo del accionante, sin embargo las explicaciones dadas por ese colega y algunos de los deponentes no resultan inverosímiles, toda vez que es verdad que si un contratista paga sus aportes como independiente, ello le resulta muy costoso, pues, recuérdese que al hacerlo en dicha forma, al menos en la época de los hechos, debía tomar como IBC mínimo, dos (2) salarios mínimos mensuales, al tenor del artículo 23 del decreto 1703 de 2002.
Militan al infolio, los documentos de folios 55 a 60, con los cuales se pretende demostrar los cobros realizados a éste por concepto de “arriendo de maquinaria e instalaciones conforme al contrato de arrendamiento de contratistas”, correspondientes a los meses de diciembre de 2002 a julio de 2004, los cuales están firmados por Ceballos Sánchez y constituye un indicio de la inexistencia de la relación laboral deprecada, toda vez que resulta extraño que alguien labore bajo la égida de un contrato de trabajo y a la vez se le cobre arrendamiento por los elementos con los que ha de desarrollar el objeto de dicho nexo y por las instalaciones donde ha de cumplir sus labores; lo anterior fue ratificado por la señora Mónica Patricia Botero Gaviria al absolver interrogatorio de parte, fl. 33 y por el señor Jorge Wilson Betancur Gil, quien rindió testimonio, a instancia de la parte demandada, a folio 42.
En cuanto al carné de folio 39, tal como lo indica el artículo 40 del Código Sustantivo del Trabajo, “Las empresas podrán, a su juicio y como control de identificación del personal que le preste servicios en sus distintas modalidades, expedirles a sus trabajadores, contratistas y su personal y a los trabajadores en misión un carné …”, deviniendo de ello, que el solo hecho de portar una identificación de ese tipo no constituye per se  indicativo de la modalidad contractual por medio de la cual se encuentra vinculado su portador con la empresa que lo expide.

Por último, respecto a la certificación expedida por Saludcoop EPS, fl. 74, si bien en ella aparece como empleador la empresa demandada en algunos ciclos, septiembre de 2000 a mayo de 2001, ellos no coinciden con los extremos deprecados en la demanda, amén que allí figuran diversas personas ajenas a la relación existente entre las partes aquí enfrentadas y el señor Jorge Andrés Ceballos Castaño, respecto de quien ya se analizó la explicación pertinente. 
Del acervo probatorio vertido al infolio se decanta que se trató de un servicio independiente, sin la subordinación o dependencia que deben caracterizar a los contratos laborales, sin cumplimiento de horario, pues, tal como lo afirma el demandante, no se le exigía el cumplimiento de algún término o plazo para realizar las labores a el encomendadas, amén que debía pagar arriendo por la maquinaria utilizada y por las instalaciones en las cuales desarrollaba sus labores, incluso podía valerse de terceros, como su hijo, para cumplir con las tareas encomendadas y su remuneración, como lo refieren los testigos, dependía de su mayor o menor esfuerzo.
Y si en gracia de discusión se aceptase la existencia del deprecado contrato de trabajo, por no haberse desvirtuado la presunción establecida a favor del trabajador en el artículo 24 del Código Sustantivo del Trabajo, tampoco se podría emitir condena alguna, toda vez que no se cuenta con prueba fidedigna respecto a los extremos temporales dentro de los cuales se desarrolló el vínculo contractual entre las partes y de la remuneración percibida, lo cual impediría la realización de las respectivas liquidaciones.
En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA la sentencia que por vía de apelación ha revisado.

Sin costas por la actuación en esta instancia.
Decisión notificada en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente diligencia, se termina y se firma en constancia el acta por los intervinientes.

Los Magistrados,

Hernán Mejía Uribe
Francisco Javier Tamayo Tabares

Ana Lucía Caicedo Calderón
Lina María Arbelaez Giraldo
Secretaria
